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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora CATALINA ARIAS SEPÚLVEDA en contra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas.

2.- SOLICITUD 
Informa la señora CATALINA ARIAS que en enero 13 de 2016 se dirigió a Sanidad de la Policía a consultar por un dolor lumbar como consecuencia de un reemplazo de disco a nivel de L4-L5, desde hace 8 años, y en esa fecha se le dio una cita para ser valorada por neurocirujano respecto de la cual le indicaron que 10 días después podría pasar por la autorización, pero pasados 4 meses no la ha obtenido y su situación médica ha empeorado, por lo cual tuvo que ser remitida a la clínica Comfamiliar por su dolor y la imposibilidad que tenía para caminar, donde le ordenaron una resonancia y neurocirugía los que igualmente le fueron negados pese al problema de salud que la aqueja.

Aunque de Sanidad se le expresó que podía acudir ante un funcionario que le daría solución a su caso, éste lo que hizo fue ponerla a radicar nuevamente las órdenes, pero finalmente le informaron que no podían brindarle el servicio, y aunque pidió que le otorgaran el tratamiento en la ciudad de Bogotá, tampoco accedieron.

3.- CONTESTACIÓN

El despacho corrió traslado de la acción de tutela a la Directora Seccional de Sanidad de la Policía Nacional y dispuso la vinculación de la Dirección General de Sanidad, frente a lo cual solamente se pronunció la primera quien refirió que en momento alguno se le ha negado el servicio a la usuaria y luego de hacer referencia al estatuto de contratación de la administración pública, informa que la solicitud de la accionante se encuentra autorizada por la especialidad de Neurocirugía en la IPS Neurocentro, por lo que la enferma debe acercarse por la orden pertinente y por ende pide se desestimen las pretensiones de la señora CATALINA ARIAS SEPÚLVEDA.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el asunto puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora CATALINA ARIAS SEPÚLVEDA, y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invocan en el escrito de tutela.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La señora ARÍAS SEPÚLVEDA acudió ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales, consistente en la negación por parte de la accionada en expedir las autorizaciones que los médicos tratantes le expidieron para la práctica de la valoración por neurocirugía -enero 13 de 2016-, y una resonancia magnética mayo 14 de 2016-, debido a su patología de “discopatía lumbar degenerativa y reemplazo discal L4-L5”.

Al respecto, la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional informó que la valoración no le fue negada, pues se encontraba en trámites administrativos para realizar la contratación con entidades de otro nivel de complejidad, y en efecto se otorgó la orden para neurocirugía aunque de manera  tardía en un claro desconocimiento de lo señalado por la Corte Constitucional que ha sido enfática en expresar que las entidades prestadoras de salud no pueden omitir la atención en salud por circunstancias como la aludida. Al respecto así se ha referido la jurisprudencia:

“Teniendo en cuenta lo anterior, el Estado y los particulares comprometidos con la prestación de servicios de salud deben facilitar su acceso conforme a principios como el de continuidad e integralidad. A la luz de los postulados jurisprudenciales de la Corte, la prestación del servicio de salud implica que se debe dar de manera eficaz, regular, continua y de calidad. Por tanto, las EPS no pueden omitir la prestación de los servicios de salud que supongan la interrupción de los tratamientos por conflictos contractuales o administrativos, e impidan el acceso de sus afiliados a la finalización óptima de los tratamientos. Lo anterior obedece al principio de la buena fe y a la obligación de garantía del Estado consistente en evitar situaciones que pongan en peligro los derechos fundamentales de la vida, la salud, integridad personal o la dignidad de los usuarios de los servicios médicos.” 
 -negrillas fuera de texto-

No obstante lo anterior, se evidencia que tal valoración se efectivizó en junio 31 de 2015, como en así lo confirmó de manera telefónica la accionante, quien además indicó que a raíz de la enfermedad que presenta en su columna y que en la actualidad le genera problemas de movilidad por el adormecimiento de sus miembros inferiores, por parte del especialista se dispuso la práctica de diversos exámenes como radiografías, resonancia de columna, gamagrafía ósea, y un posterior control con los resultados de tales procedimientos, con lo cual estaríamos frente a un hecho superado como lo pregona la entidad demanda.

En lo que al tema respecta, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.  Así se ha consignado.
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 

“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Más tarde la Corte Constitucional sería más explícita en cuanto al fenómeno jurídico de la carencia actual de objeto, en el sentido que éste puede presentarse a partir de dos eventos con consecuencias distintas: (i) el hecho superado y (ii) el daño consumado”. En lo particular con nuestro asunto se extracta lo siguiente: 

“[…] En esta lógica, cuando acaece la carencia actual de objeto por hecho superado, en el interregno de la presentación de la acción de tutela y la decisión de la misma, “no es perentorio para los jueces de instancia, aunque sí para Corte en sede de Revisión, incluir en la argumentación de su fallo el análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales planteada en la demanda. Sin embargo puede hacerlo, sobre todo si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, incluso para llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que se demuestre el hecho superado”

Bajo esas circunstancias observa la Sala que la omisión en la autorización requerida para la prestación del servicio de salud que necesita la accionante, y que motivó la interposición de este amparo, ha sido superada, tal como lo puso de presente la entidad accionada y debidamente confirmada por la actora; sin embargo, no puede pasarse por alto que en efecto las garantías constitucionales invocadas por la tutelante fueron quebrantadas, por cuanto no se le brindó en forma ágil y eficaz la atención que le fue prescrita, pues mírese que aunque la orden para el procedimiento requerido data de enero 13 de 2016, tan solo 4 meses y medio después y solo con ocasión de esta acción constitucional, la entidad procedió a disponer lo pertinente.

Esa omisión es atribuible a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional
, debido a que la tutelante se encuentra afiliada a esa institución, y en esa medida es la directamente obligada a garantizar su atención en salud y la oportuna prestación de los servicios médicos que requiere. 
Ahora bien, pese a que le fue entregada la autorización para la valoración requerida es evidente que con ocasión de ésta, como así lo informó la actora, le deben realizar una serie de exámenes -de los cuales se allegó copia a la actuación
- con miras a lograr establecer su real estado de salud y los procedimientos que a futuro ello implique.
Aunque en momento alguno la accionante pidió se le concediera la atención integral para su patología, la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. Al respecto, en Sentencia T-553 de 2008 la Corte Constitucional expresó: 
“La acción de tutela tiene como función principal la real defensa y efectiva protección de los derechos fundamentales. Coadyuva al logro de ese objetivo la naturaleza informal de esta acción, al punto que el Juez constitucional no está sometido a la causa petendi y puede estudiar la vulneración de otros derechos, así el actor no haya sabido invocarlos.
 
Recuérdese lo que al respecto fue mencionado en la sentencia T-886 de 2000, M. P. Alejandro Martínez Caballero:
 
“…la naturaleza de la acción de tutela, como mecanismo de protección de derechos fundamentales, reviste al juez que conoce de ella de una serie de facultades que, en ejercicio de la jurisdicción ordinaria, no posee. La principal de ellas, consiste en fallar más allá de lo solicitado por quien hace uso de este mecanismo, fallos ultra o extra petita. Prerrogativa que permite al juez de tutela pronunciarse sobre aspectos que, sin ser expuestos como fundamento del amparo solicitado, deben ser objeto de pronunciamiento, por estar vulnerando o impidiendo la efectividad de derechos de rango constitucional fundamental.”
 
Entonces, sí es posible que el juez ordene la protección judicial de uno o más derechos constitucionales fundamentales que aparezcan vulnerados, así el interesado no lo hubiese solicitado expresamente en la demanda de tutela. Dada la naturaleza de la presente acción, la labor del Juez es impulsar el proceso tutelar y averiguar no solo todos los hechos determinantes, sino los derechos cuya afectación resulte demostrada en cada caso; en otras palabras, en materia de tutela no solo resulta procedente sino justo y reclamado por la preeminencia del derecho sustancial, que las acciones sean falladas extra o ultra petita.
 
Argumentar lo contrario conllevaría que la administración de justicia incumpla su deber de impartirla oportuna y acertadamente, denegación  que se materializa si el Juez advierte un quebrantamiento o amenaza de violación contra un derecho fundamental, como es la seguridad social en conexidad con la salud y la vida, y no pudiere ordenar su protección si el peticionario no lo adujo expresamente en la demanda, estando de más recordar que al Juez se le ha encomendado, entre otras, la inexorable labor de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, y procurar la defensa y eficacia de los derechos constitucionales.”
Acorde con lo anterior la Colegiatura advierte que en efecto a raíz de esa valoración por especialista a la señora CATALINA ARIAS SEPÚLVEDA le fueron prescritas una serie de atenciones relacionadas con la patología de columna que padece y que dio origen a la presente acción, por lo que de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, máxime porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, y en aras de asegurar que la asistencia el servicio de salud que se brinde sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará a la Dirección Nacional y Seccional de la Policía Nacional que asegure a la accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la enfermedad que padece. 
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO por encontrarnos frente a un hecho superado en relación con la pretensión invocada en esta acción constitucional, en lo que hace a la autorización para la realización de la valoración inicial por neurocirugía.
SEGUNDO: SE TUTELA el derecho a la salud de la señora CATALINA ARIAS SEPÚLVEDA; en consecuencia, se ordena a la Dirección Nacional y Seccional de la Policía Nacional que adopten las medidas necesarias para que se le garantice a la accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la patología que padece a nivel de su columna vertebral y que dio origen a la presente acción constitucional. 
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Corte Constitucional, Sentencia T-214 de 2013.


� Sentencia T-727/10.


� Sentencia T-481/11.





� El Decreto 1795/00, por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, en su artículo 5º señala que el objeto de esa regulación consiste en la prestación del servicio de sanidad inherente a las operaciones de la fuerza pública y brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, cuya dependencia encargada de administrar el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, según lo consagrado en el artículo 12 de la misma normativa, es la Dirección de Sanidad. 


� Ver folios 23 y 24 del expediente. 


� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.
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